
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESTITUCIÓN DE BIEN MUEBLE ARRENDADO / ALEGÓ LA PARTE DEMANDADA INEXISTENCIA DEL CONTRATO / PERO NO PROBÓ LO EXCEPCIONADO / ANÁLISIS PROBATORIO.
… trajo la demandante las declaraciones rendidas fuera del proceso por Gustavo Felipe Cotrino Garzón y William Enrique Nieves Clavijo (f. 60 y 61, c. 19) que daban cuenta de que entre las partes se celebró el contrato verbal de arrendamiento sobre el bien mueble descrito, a partir del mes de junio de 2004, con una renta mensual de $15’311.459,00 (que comprendía el valor del seguro y el IVA), dejada de pagar por la demandada desde el mes de enero de 2006. 

Hasta allí, se cumplían los presupuestos del artículo 424 del C.P.C., para acceder a las súplicas, que se aplica a la restitución de bienes muebles dados en arriendo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 426 del mismo estatuto…
Ahora, como la defensa de la demandada se centró en la inexistencia del contrato de arrendamiento mismo, en dirección a esa circunstancia es que se perfiló el fallo de primer grado en su parte final. (…)
Emerge… con meridiana claridad, que en contravía de sus propios argumentos de defensa, la parte demandada reconoció que la propietaria de la máquina es la demandante y por ello estaba a la espera de que fuera a retirarla. Y aunque en el interrogatorio provocado por la parte demandante quiso justificar esa intervención al señalar que pensó que se trataba de un asunto diferente con lo que podría aludirse a la indivisibilidad de la confesión (art. 200 ib.), es lo cierto que tal situación quedó sin acreditarse; además, iría contra la lóqica que para este proceso Importadora Automotriz S.A. no es propietaria del bien mueble, pero para el otro sí lo es. Por ello, el aditamento que se hizo es insuficiente para descalificar la aludida confesión. 

Como ello es así, por su propio peso se cae el último de los reparos que se le hace al fallo, porque los acuerdos de pago a que alude la parte demandada, fuera de que adolecen de falta de claridad acerca de que ellos incluyeran el valor de la máquina como producto de un contrato de compraventa entre las partes, ninguno hace referencia a que el bien mueble sea de propiedad de Todo Libro S.A., que es lo que se quiere demostrar. De hecho, ninguna prueba apunta en ese sentido.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…

… es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre nueve de dos mil diecinueve
Expediente: 05266 31 03 002 2009 00315 01
Acta Nº 416 de septiembre 9 de 2019
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, procede la  Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Envigado, el 15 de julio de 2013, en este proceso abreviado de restitución de bien mueble dado en arrendamiento iniciado por Importadora Fotomoriz S.A. contra Todo Libro S.A. 
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos.

La sociedad Importadora Fotomoriz S.A. manifiesta que es propietaria de un “Equipo sistema de exposición de planchas, marca luscher xpose 130, serie 110-2199, 32 diodos, tipo CTP 130 S/N L10-2199, 05-2004 construida, 3 LN PE 400V 20 a 50/60 HZ”. 

En junio de 2004, celebró contrato de arrendamiento  verbal  con la sociedad Todo Libro S.A. sobre el referido bien y se pactó un canon mensual de $15.311.459.oo, que sería pagado durante 36 meses; sin embargo, la demandada está en mora desde el mes de enero de 2006 y a pesar de los requerimientos que se le han hecho, sigue usufructuando la máquina, lo cual le ha causado perjuicios.
1.2.
Pretensiones.

Pidió, en consecuencia, que se declare el incumplimiento del contrato, se ordene su terminación y la restitución del bien mueble señalado. 

1.3.
Admisión y traslado. 

Aunque inicialmente la demanda comprendía otro bien, al ser inadmitida, se restringieron las pretensiones solo al referenciado (f. 57, c. 1). Una vez admitida (f. 62), se corrió traslado a la sociedad Todo Libro S.A. 
En su respuesta se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones las que nominó: (i) inexistencia de la obligación, por cuanto la máquina objeto del proceso fue vendida por la demandante a la demandada; (ii) inexistencia del contrato de arrendamiento alegado por el demandante, pues el acuerdo verbal que se aduce está alejado de la realidad, por el contrario, hubo un contrato de arrendamiento escrito, pero simulado, pues luego se celebró el contrato de compraventa entre las partes; (iii) ser el demandado, el propietario del bien mueble objeto de restitución, ya que le fue vendido y se pagó mediante el endoso de unas facturas cambiarias de compraventa; (iv) falta de legitimación en la causa por activa, por cuanto la demandante no es propietaria ni arrendadora del bien; y (v) temeridad y mala fe, porque la demandante actúa a sabiendas de la enajenación del bien. 

Se surtió el traslado de las excepciones, se decretaron y practicaron las pruebas pedidas por las partes, y corrió el traslado para alegar de conclusión, derecho del las partes hicieron uso.

1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 

Se dictó sentencia el 15 de julio de 2013 en la que el Juzgado declaró no probadas las excepciones perentorias propuestas por la parte demandada, ordenó a la sociedad Todo Libro S.A. restituir a la sociedad Importadora Fotomoriz S.A. el “equipo sistema de exposición de planchas, marca luscher xpose 130, serie 20 110-2199, 32 diodos, tipo CTP 130S/N L10-2199, 05-2004 construida, 3 LN PE 400V a 50/60 HZ”, decretó la terminación del contrato de arrendamiento de la maquina relacionada y condenó en costas a la demandada. 
Lo resuelto dejó inconforme a la sociedad demandada que apeló y sustentó el recurso, bajo los siguientes argumentos: (i) El funcionario desconoció el contrato de arrendamiento escrito celebrado entre las partes, con soporte en la sola afirmación de la demandante acerca de que nunca le fue devuelto; sin embargo, presentado por la demandada, nunca fue tachado de falso; (ii) las declaraciones extraprocesales que se trajeron como soporte de la demanda son sospechosas, porque existe un contrato de arrendamiento escrito; (iii) la máquina que se refiere en la demanda y a la que hace alusión el contrato de arrendamiento escrito, es la misma que se relaciona en el contrato de compraventa aportado, que tampoco fue tachado; (iv) hubo un acuerdo de pago sobre la máquina objeto del proceso, y no sobre una diferente como aduce la demandante. Y agrega que sí fueron dos las máquinas vendidas, pero la primera fue por medio de Leasing Bancolombia S.A., y la otra directamente.  

2.
CONSIDERACIONES

  
2.1.
Los presupuestos procesales se advierten cumplidos, y como no se avizora causal de nulidad, la decisión será de fondo. 
  
2.2. 
Con la afirmación que se hizo en la demanda acerca de la existencia entre las partes de un contrato de arrendamiento, que se probó sumariamente, en la forma que señalaba el artículo 424 del C.P.C, vigente para cuando se promovió, la legitimación por activa y por pasiva no admite reparo, al margen de que al adoptar la decisión de fondo se pudiera descubrir que la calidad en la que intervienen los litigantes sea diferente a la que surge de su relación contractual, en cuyo caso, correspondería al juez, en este caso a la Sala, verificar nuevamente aquel presupuesto de la pretensión. 

  
2.3.
Lo anterior, por cuanto el problema que incumbe resolver es si se confirma el fallo de primer grado que dio por sentado el contrato de arrendamiento alegado y le puso fin, con la consecuente restitución del bien mueble que adelante se describirá, o si la revoca por las razones que expone la recurrente, según las cuales, lo que a la postre existió entre los contratantes fue una compraventa del mismo artefacto. 

  
2.4.
En el libelo inicial se afirmó que entre Importadora Fotomoriz S.A., como arrendadora, y Todo Libro S.A., como arrendataria, se celebró un contrato de arrendamiento sobre el siguiente bien: “Equipo sistema de exposición de planchas, marca Luscher Xpose 130, serie 20 110-2199, 32 diodos, tipo CTP 130S/N L10-2199, 05-2004 construida, 3 LN PE 400V a 50/60 HZ”.
  
Para acreditar el vínculo, trajo la demandante las declaraciones rendidas fuera del proceso por Gustavo Felipe Cotrino Garzón y William Enrique Nieves Clavijo (f. 60 y 61, c. 19) que daban cuenta de que entre las partes se celebró el contrato verbal de arrendamiento sobre el bien mueble descrito, a partir del mes de junio de 2004, con una renta mensual de $15’311.459,oo (que comprendía el valor del seguro y el IVA), dejada de pagar por la demandada desde el mes de enero de 2006. 

   
Hasta allí, se cumplían los presupuestos del artículo 424 del C.P.C., para acceder a las súplicas, que se aplica a la restitución de bienes muebles dados en arriendo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 426 del mismo estatuto, entendido como está, y así lo dijo en extenso el juzgado, que de un contrato de arrendamiento emergen obligaciones recíprocas, entre ellas, para el arrendatario, pagar por el goce de la cosa (art. 1973 y 2000 C.C.). Del contenido del mismo artículo 424, emerge que una de las causas para pedir la restitución es, precisamente, la falta de pago (numeral 2, parágrafo 2). Sobre estos tópicos nada se discute. 

   
Ahora, como la defensa de la demandada se centró en la inexistencia del contrato de arrendamiento mismo, en dirección a esa circunstancia es que se perfiló el fallo de primer grado en su parte final. Luego de referirse a las pruebas allegadas por cada una de las partes, dijo que las dudas que surgían de la mayoría de ellas para arribar a una conclusión determinante sobre la negociación respecto de la máquina, solo se podía resolver acudiendo a la manifestación espontánea que el representante legal de la demandada hizo durante la diligencia de secuestro acerca de que “está claro que la máquina es de propiedad de FOTOMORIZ S.A.., adicionalmente se lo hice saber al juzgado que esa máquina era de FOTOMORIZ y que estábamos esperando que vinieran a retirarla”, pues con ello aceptó que solo era su tenedor, condición que tiene un arrendatario, y la justificación que presentó posteriormente sobre una eventual confusión no es de recibo. 

  
Por ello, dijo como colofón que “amén de las dudas en las pruebas y de la oscura negociación que rodeo la mentada máquina, de las pruebas militante (sic) en el expediente no es posible arribar a conclusión diversa de que, en efecto, el aparato fue alquilado, por donde se viene la improsperidad de las excepciones entronizadas alrededor del hecho de la supuesta venta, incluida la falta de legitimación en la causa”.

  
2.5. 
La apelación, como viene de decirse, está anclada, si se sintetizan todos los argumentos expuestos por la demandada, en que entre Importadora Fotomoriz S.A. y Todo Libro S.A., lo que en realidad hubo fue una compraventa del bien mueble y no un contrato de arrendamiento. Con definir esa situación, quedan resueltos todos los reparos que se le hacen al fallo.

   
Empieza la censura por criticar que se desconociera el contenido del contrato de arrendamiento escrito que aportó con la respuesta a la demanda, mismo que no fue tachado por la demandante, como tampoco lo fue el de compraventa allegado, también desconocido por el funcionario. Estas dos circunstancias carecen de peso para derruir el fallo, por cuanto el argumento que se planteó en la contestación es que Importadora Fotomoriz S.A. y Todo Libro S.A. llegaron a un acuerdo de realizar una financiación de la máquina, por medio de un contrato de arrendamiento simulado, pero, además, firmaron un contrato de compraventa; y luego señala, en la excepción de inexistencia del contrato de arrendamiento alegado por el demandante, que el de compraventa se celebró tiempo después. 
  
Por su lado, la sociedad demandante acepta que se firmó el contrato de compraventa, pero dice que esa fue la intención inicial que no se perfecionó, dado que Todo Libro S.A. incumplió los términos que acordaron y, por ello, se optó por el contrato de arrendamiento, pero enviado por escrito, nunca fue devuelto firmado por la demandada, así que el acuerdo finalmente fue verbal. 
  
Vistos los documentos de folios 119 a 125 y 126 a 127, basta observar que ninguno tiene fecha de suscripción, con lo que es imposible, por esta vía documental, establecer la veracidad de lo que afirma la demandada, es decir, si fue primero la intención de arrendar y luego la de vender, o si pudo ser, como propone la demandante, que en esos actos preparatorios primero se dijo vender, pero ante las dificultades económicas surgidas, se optó por arrendar. 

 
Ahora, la explicación que se da sobre el valor de la venta, esto es, $36’923.586, no compagina con el que se le dio al bien en el contrato de arrendamiento, que fue de $369’235.868,oo, ni con la pretendida orden de compra (f. 117), pues allí Todo Libro S.A. se comprometía a entregar un leasing otorgado por US$65.000,oo, lo que no se demostró en el proceso que ocurriera, como tampoco que el valor restante se financiara a 34 meses. 

  
De otro lado, si la parte demandante reconoce que tales documentos se firmaron, ninguna tacha de falsedad podría habérsele exigido. Los aceptó sí, pero explicó que ninguno tuvo la virtud de regentar las relaciones entre las partes, en lo que a la máquina objeto de este proceso se refiere. 
  
Por cierto que el contrato de arrendamiento escrito, aportado por la demandada, no está lejos de lo que fue acreditado con los testimonios extraprocesales arrimados, pues se trata del mismo bien y la renta pactada coincide, lo que permite ratificar que la intención final de las partes fue la de arrendar y no la de vender. 

  
En cuanto a la sospecha que la demandada pone de presente respecto de los declarantes, parte del entendido suyo de que había un contrato de arrendamiento escrito; mas, como se dijo, el mismo no le fue devuelto a la demandante, prueba de lo cual es que estaba en poder de aquella; y, como se señaló, en lo esencial del contrato se asimilan. Y más allá de esa circunstancia, lo que ha hecho la demandada en realidad es ratificar que sí hubo un contrato de esta índole, y aunque pretendió acreditar que mutó uno de compraventa, no logró ese cometido. 
  
Antes bien, como dijo el funcionario de primer grado, frente a la confusión que podía generar la prueba documental allegada, se destaca que durante la diligencia de secuestro del bien objeto del proceso, se produjo una confesión por parte del representante legal de la demandada, si por tal se entiende, según el artículo 194 del C.P.C., entre otras, la que espontáneamente de produce con la demanda, su contestación o en cualquier acto del proceso sin previo interrogatorio. Y es así, porque en el acta respectiva consta que al momento de atender al funcionario, dijo expresamente el representante que “está claro que la máquina es de propiedad de FOTOMORIZ S.A.., adicionalmente se lo hice saber al juzgado que esa máquina era de FOTOMORIZ y que estábamos esperando que vinieran a retirarla”.
  
Emerge de allí, con meridiana claridad, que en contravía de sus propios argumentos de defensa, la parte demandada reconoció que la propietaria de la máquina es la demandante y por ello estaba a la espera de que fuera a retirarla. Y aunque en el interrogatorio provocado por la parte demandante quiso justificar esa intervención al señalar que pensó que se trataba de un asunto diferente con lo que podría aludirse a la indivisibilidad de la confesión (art. 200 ib.), es lo cierto que tal situación quedó sin acreditarse; además, iría contra la lóqica que para este proceso Importadora Automotriz S.A. no es propietaria del bien mueble, pero para el otro sí lo es. Por ello, el aditamento que se hizo es insuficiente para descalificar la aludida confesión. 
  
Como ello es así, por su propio peso se cae el último de los reparos que se le hace al fallo, porque los acuerdos de pago a que alude la parte demandada, fuera de que adolecen de falta de claridad acerca de que ellos incluyeran el valor de la máquina como producto de un contrato de compraventa entre las partes, ninguno hace referencia a que el bien mueble sea de propiedad de Todo Libro S.A., que es lo que se quiere demostrar. De hecho, ninguna prueba apunta en ese sentido. 

  
En adición, desde la respuesta a la demanda, y ahora en los alegatos, se insiste en que fueron dos las máquinas que involucraron a las partes, una de ellas vendida por el sistema de leasing y la otra directamente, según afirma la demandada. A su paso, la demandante afirma también que fueron dos las máquinas, pero una se vendió y la otra, por causas atribuibles a la demandada, no pudo serlo, lo cual condujo a que se le entregara a título de arrendamiento, como se acreditó con los testimonios allegados y se ratificó en el proceso con la citada confesión, de la que surge, se repite, que Importadora Fotomoriz S.A. es la propietaria del bien. 

  
2.6.
En conclusión, ninguna de las protestas encauzadas contra la sentencia de primer grado, tiene vocación de prosperidad, de manera que será confirmada. 

  
Las costas de segundo grado serán a cargo de la demandada y a favor de la demandante. Como quiera que este asunto debe hacer tránsito de legislación al CGP una vez se notifique este fallo, ellas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del actual estatuto procesal. Para tal fin, en auto separado se fijarán las agencias en derecho pertinentes. 

  
3. DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Ciovil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, en cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Envigado, el 15 de Julio de 2013, en este proceso abreviado de restitución de bien mueble dado en arrendamiento iniciado por Importadora Fotomoriz S.A. contra Todo Libro S.A. 
  
Costas de segunda instancia a cargo de la demandada y a favor de la demandante. Se liquidarán de manera concentrada, ante el Juez de primer grado, siguiendo las pautas del artículo 366 del CGP. En auto separado se fijarán las agencias en derecho.

  
Notifíquese,
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO           

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA

Con salvamento parcial de voto
Pereira, septiembre 9 de 2019
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: Jaime Alberto Saraza Naranjo
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: 05266-31-03-002-2009-00315-01

Proceso


: Abreviado
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: Importadora Fotomoriz S.A.

Demandados

: Todo Libro S.A.
SALVAMENTO  PARCIAL DE VOTO

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

� Sala de Casación Civil del 26 de abril de 2016, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia SC-8845-2016, expediente 6600131030032010-00207-01.


� MP. Dr. Luis Alonso Rico Puerta, sentencia SC13400-2016, expediente 08001-3103-013-2001-00093-01


� MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, sentencia SC16283-2016, Radicación n° 11001-02-03-000-2012-02237-00


� MP. Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, sentencia SC5208-2017, radicación No. 11001-02-03-000-2013-01881-00 


� MP. Dra. Margarita Cabello Blanco, sentencia SC21078-2017, radicación 11001-02-03-000-2012-00663-00


� MP. Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque, sentencia SC3017-2019, expediente 76147-31-10-002-2011-00027-02


� MP. Dr. Aroldo Wilson  Quiroz Monsalvo, sentencia SC3140-2019, expediente 05-001-31-10-009-2008-00867-01


� MP. Álvaro Fernando García Restrepo, sentencia SC3404-2019, expediente 11001-31-10-008-2011
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